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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el recluso MAURO ALEXÁNDER PIEDRAHÍTA JARAMILLO contra el auto interlocutorio proferido el siete (07) de noviembre de 2007 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de la rebaja punitiva consagrada en el otrora vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005. 
2.- PROVIDENCIA 

Frente a la petición formulada por el señor PIEDRAHÍTA JARAMILLO, el señor juez que vigila la ejecución de la pena, verificó el cumplimiento de los requisitos exigidos en la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005. En esa dirección, encontró que la sanción le había sido impuesta por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Armenia (Qdío.), mediante providencia del veintisiete (27) de diciembre del año 2002, despacho que al encontrarlo autor responsable de un concurso de las conductas punibles de Secuestro simple, Secuestro simple en la modalidad de tentativa y Fabricación, tráfico y porte de armas, le impuso quince (15) años y tres (03) meses de prisión. La misma había quedado ejecutoriada el diecinueve (19) de julio de 2004, lo que indicaba que se superaban dos de las exigencias allí contenidas y debido a que la conducta dentro del penal le había sido certificada como ejemplar, encontró satisfecho otro de los requisitos plasmados en la norma.

De otro lado, no se satisfacían las otras dos condiciones requeridas por el dispositivo en mención, ya que no se evidenciaba una efectiva colaboración con la justicia, al no haberse acogido a sentencia anticipada y el proceso había concluido de manera normal al agotarse todas las diligencias dispuestas para ello, esto es, la audiencia preparatoria, la audiencia pública y la sentencia; además, tampoco existía constancia de haberse indemnizado a las víctimas por los perjuicios ocasionados con el concurso de delitos cometidos por el señor MAURO ALEXÁNDER PIEDRAHÍTA JARAMILLO.
Concluyó entonces el señor funcionario de primer grado, que no se llenaban las exigencias contempladas en la norma y era menester negar el pretendido descuento
3.- RECURSO

El interno ataca de manera frontal el concepto de “delito de lesa humanidad” y con respaldo en jurisprudencia constitucional -Sentencia C-1076 de 2002, M.P. Dra. Clara Inés Vargas H.-, alude a las situaciones en que se puede hablar de uno de tales delitos, lo cual no ocurre en su caso.

A renglón seguido, censura la providencia en lo relacionado con la falta de indemnización a las víctimas, para lo cual advierte que el a quo pasó por alto lo reglado en el numeral 3º del artículo 65 del Código Penal -sic- en cuanto no se puede exigir la indemnización cuando se acredite en debida forma la carencia de recursos económicos para ello. En ese sentido, como la misma ley lo faculta para no indemnizar, mal haría el despacho en exigirla.

Manifiesta que solamente en este Distrito Judicial se está negando el beneficio consagrado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, situación que califica como abuso del poder judicial, en especial porque no se marcó allí excepción alguna en cuanto al factor territorial como parece entenderse por los jueces de este departamento.
Afirma también que en aplicación del principio de favorabilidad, de manera oficiosa los jueces debieron pronunciarse sin que hubiera necesidad de que los condenados elevaran peticiones sobre este particular. Advierte que a pesar de la declaratoria de inexequibilidad de la que fue objeto el artículo 70 de la ley 975 de 2005 en decisión del dieciocho (18) de mayo de 2006, debió ser concedida la rebaja por el juzgado, al aplicar dicha favorabilidad. Proceder en diferente forma equivale a vulnerar el debido proceso.
Solicita en consecuencia el reconocimiento de la rebaja punitiva.

4.- SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria, contra la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira, por cuanto es esta Sala superior funcional del citado Juzgado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, codificación aplicable al presente asunto.

Dígase de una vez, el Tribunal no encuentra razón de ser a la alusión concerniente con el concepto de delitos de lesa humanidad, porque el mismo no fue objeto de pronunciamiento por parte del señor juez primario, mucho menos se estimó que las conductas punibles por las cuales fue sentenciado el señor PIEDRAHÍTA JARAMILLO hicieran parte del catálogo de delitos que encuadran en dicha categoría. A lo sumo, lo que el señor juez hizo, fue mencionar el contenido literal del ya no vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005, que como se remembrará excluía de manera concreta de la aludida rebaja de pena a los delitos sexuales perpetrados contra menores, los de lesa humanidad y narcotráfico, sin que esa alusión tuviera injerencia alguna en la negación de la que fue objeto su pedimento.

En lo que hace con los otros argumentos presentados por el interno, así se pudiera conceder en este momento la rebaja, es lo cierto como lo esbozó el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, que no se cumplieron los requisitos que durante su vigencia permitían conceder una disminución de la décima parte de la pena a quienes estuvieran sentenciados, porque es innegable que ninguna colaboración efectiva se le prestó a la justicia en tanto no hubo delaciones o se adoptó una postura procesal que señalara la intención de ayuda hacia las autoridades judiciales que intervinieron en la investigación, sin que esa colaboración pueda necesariamente entenderse como acogimiento a la sentencia anticipada o haber confesado, puntos sobre los cuales, vale la pena recordar, ya la jurisprudencia especializada se había pronunciado algunos meses después de la publicación de la Ley de Justicia y Paz. Así razonó la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en su momento:

“5. Por “cooperación con la justicia”, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, la ayuda, la contribución, el apoyo, la asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, aunque no se descarta la posibilidad de que se pueda conceder el mismo alcance a otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.

La cooperación exigida no puede significar que, en contra del derecho fundamental previsto en el artículo 33 de la Constitución Política de Colombia, se imponga el deber de confesar, porque la garantía de la no autoincriminación es fundamental, circunstancia dentro de la cual no puede cargarse en contra de quien es sindicado de la comisión de una conducta punible que no admita su responsabilidad.” 
 
Pero además, fue el mismo Decreto 4760 -Diciembre 30 de 2005-, por medio del cual se reglamentó parcialmente la susodicha ley, el que en su artículo 27 hizo referencia concreta a la rebaja de penas contemplada en el artículo 70 de la ley reglamentada, y en cuanto al tema que ahora nos ocupa en su numeral 4º señaló la improcedencia de exigir que los condenados se hubieran desprovisto previamente del derecho a que se les presumiera inocentes hasta que judicialmente se les demostrara lo contrario. Así se dijo:

“4. Por cooperación con la justicia, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, ayuda, contribución, apoyo o asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, y cualquier otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.
En todo caso, la cooperación no implica que el beneficiario se haya acogido previamente a sentencia anticipada o a los beneficios por colaboración con la justicia.”

Sea como fuere, se itera, el expediente enseña que el señor PIEDRAHÍTA JARAMILLO no prestó ninguna ayuda eficaz a la judicatura y en consecuencia ese requisito no se cumplió.

Con uno sola de las exigencias que no se satisfaga, es suficiente para negar el beneficio, empero, la Sala debe proseguir sobre otro de los aspectos pedidos, precisamente lo concerniente con la reparación de las víctimas que en concepto del señor Juez primario no se cumplió, pero frente al cual el interno sostiene que no podía ser obligado a indemnizar ante la evidente carencia de recursos para hacerlo.

Por supuesto que la razón está a favor del funcionario judicial, porque si bien es cierto nadie está obligado a dar de lo que no tiene, no lo es menos que la incapacidad económica esgrimida para sustraerse del pago de los perjuicios tasados en la sentencia -100 salarios mínimos legales mensuales vigentes por concepto de los de índole moral-, debe ser probada y no simplemente alegada como aquí acontece; pero más sustancialmente, porque si esa es la situación del recluso, bien podía acudirse a mecanismos alternativos de reparación, por ejemplo, la simbólica, dentro de las muchas opciones que al respecto se ofrecen en la Ley 975 de 2005. Incluso, en el numeral 5º del ya citado artículo 27 del Decreto 4760 de 2005 se consagraron estas formas alternativas de dar cumplimiento a la referida exigencia, por cuanto quedó establecido que:
5. La realización de actos de reparación de las víctimas, siempre y cuando hayan sido individualizadas en el respectivo proceso.
No se podrá negar la rebaja al interno que carezca de capacidad económica. En tal caso, la reparación de las víctimas se realizará con medidas simbólicas de satisfacción tendientes a restablecer la dignidad de la víctima, difundir la verdad sobre lo sucedido o con garantías de no repetición.

Y no puede olvidarse que en el ordenamiento jurídico universal de hoy, pero en especial en el de nuestro país que ha acogido las tesis militantes en el derecho internacional, la atención de las víctimas ha cobrado capital importancia, al punto que si en otras épocas apenas eran mencionadas en el proceso penal, en la actualidad se les ha asignado un papel preponderante, como actores principales que comparecen en busca de verdad, justicia y reparación. Precisamente, este último aspecto es el que se echa de menos y es imperativo concluir que este requisito tampoco se cumple.
En esas condiciones, encuentra la Sala que tal como lo concluyó el señor juez ejecutor de la pena, en este caso no era procedente otorgar el descuento punitivo solicitado, toda vez que no se satisfacían los requisitos contemplados en el otrora vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005, en especial porque como se aduce en la providencia, la gracia allí otorgada tenía unos condicionamientos específicos, los cuales no se cumplen a cabalidad.

Así las cosas, se avalará la decisión adoptada en la instancia, con las aclaraciones mencionadas.   
5.- DECISIÓN  

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
� Cfr. Auto de 2ª instancia del 18-10-2005, M.P. Dra. Marina Pulido de Barón.
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